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Objetivos.

Facilitar a los Responsables del tratamiento del sector público andaluz la respuesta transparente y 
eficaz a una solicitud de ejercicio del derecho de supresión (“el derecho al olvido”), permitiendo a 
las personas ejercer el control sobre sus datos personales.

Ofrecer  una  visión  actualizada  del  derecho  de  supresión  en  materia  de  protección  de  datos 
basada en la normativa de protección de datos, la doctrina del Comité Europeo de Protección de 
Datos (CEPD) y la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la UE (TJUE).

Importancia  del  derecho  de  supresión  (“el  derecho  al 
olvido”) en materia de protección de datos.

El artículo 17.1 del Reglamento 2016/679, General de Protección de Datos (RGPD) reconoce a la 
persona  interesada  el  derecho  a  obtener  sin  dilación  indebida  la  supresión  de  sus  datos 
personales  y,  en  paralelo,  impone  al  responsable  la  obligación  de  suprimirlos,  asimismo  sin 
dilación indebida. No se trata de un derecho absoluto: su ejercicio exige verificar la concurrencia  
de circunstancias específicas y, en su caso, ponderar excepciones igualmente tasadas. Se debe 
contemplar,  por  tanto,  un  doble  plano:  (i)  un  derecho subjetivo  de  supresión  y  (ii)  un  deber 
autónomo del responsable de borrar los datos personales cuando proceda, incluso sin petición 
previa,  en  aplicación  de  los  principios  de  licitud,  minimización  y  limitación  del  plazo  de 
conservación (art. 5.1), interpretación reforzada por el TJUE.2

El artículo 17.2 desarrolla el llamado “derecho al olvido” cuando los datos se hicieron públicos por 
el  responsable.  En  su  virtud,  este  deberá  adoptar  medidas  razonables  —incluidas  medidas 
técnicas—, para informar a otros responsables que estén tratando tales datos de la solicitud de 
supresión de enlaces, copias o réplicas. Esta obligación no crea por sí misma un deber automático 
de borrado para los otros responsables de manera que sólo deberán proceder a la supresión si 
concurre, respecto de ellos, algún motivo del artículo 17.1. 

Por  su  parte,  el  artículo  17.3  establece  las  excepciones  tasadas  que  limitan  el  derecho  y  la  
correspondiente obligación de suprimir. Son excepciones de necesidad estricta del tratamiento 
cuya aplicabilidad corresponde al responsable demostrar caso por caso. 

En suma, el derecho de supresión articula un mecanismo de tutela que combina el derecho de la 
persona y el deber proactivo del responsable, con un ámbito reforzado cuando los datos se hayan 

2 Sentencia del TJUE de 14/03/2024, Újpest Önkormányzat Polgármesteri Hivatala C-46/23, EU:C:2024:239
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hecho públicos (art. 17.2) y un catálogo cerrado de límites (art. 17.3). Su aplicación práctica exige 
políticas de retención y borrado, controles sobre copias y backups, y procedimientos claros para 
facilitar el ejercicio del derecho (art. 12), evitando tanto el automatismo en su concesión como la 
inercia de mantener los datos indefinidamente.

Además,  como  dispone  el  artículo  19  RGPD,  la  supresión  de  datos  personales  debe  ser 
comunicada por el responsable a cada uno de los destinatarios a los que se hayan comunicado 
tales datos personales, salvo imposibilidad o esfuerzo desproporcionado, debiendo informar al 
interesado acerca de dichos destinatarios, si así lo solicita.

Finalmente,  la  Ley  Orgánica  3/2018,  de  5  de  diciembre,  de  Protección de Datos  Personales  y 
garantía de los derechos digitales (LOPDGDD), regulan dos modalidades del derecho al olvido: 

a) El derecho al olvido en búsquedas de internet3, consistente en que, a petición de una persona, 
los motores de búsqueda de internet eliminen de los resultados de una búsqueda realizada por 
un nombre, los enlaces publicados que contengan información relativa a esa persona cuando 
concurra alguna de determinadas circunstancias tasadas (art. 93 LOPDGDD).

b) El derecho al olvido en servicios de redes sociales y servicios equivalentes, consistente en que 
se supriman los datos personales concernientes a  una persona que hubiesen sido facilitados 
tanto  por  ella  misma,  como  por  terceros  (en  este  último  caso,  concurriendo  alguna  de 
determinadas circunstancias tasadas), para su publicación por los servicios de redes sociales y 
servicios de la sociedad de la información equivalentes (art. 94 LOPDGDD).

Qué incluye el derecho de supresión (“el derecho al olvido”).

1.  Derecho a  obtener  sin  dilación debida del  responsable  del  tratamiento la 
supresión de los datos personales que conciernan a la persona solicitante.

Sobre la base de la concurrencia de alguno de las circunstancias previstas en el art.17.1 RGPD que 
se enumerarán y analizarán en un epígrafe posterior.

2.  Deber  autónomo  del  responsable  del  tratamiento  de  suprimir  los  datos 
personales.

Asimismo, sobre la base de la concurrencia de alguna de tales circunstancias.

3 Consagrado a raíz de la sentencia del TJUE de 13/05/2014, Google vs. AEPD y Costeja, C-131/12, EU:C:2014:317

Orientaciones para responder al ejercicio del derecho de supresión (“el derecho al olvido” )                                                                          4
        



3. Deber del responsable del tratamiento de informar a otros responsables que 
estén tratando datos personales, de la solicitud de supresión de enlaces a los 
mismos o de cualquier copia o réplica.

Expresión del  derecho al  olvido,  aplica en el  supuesto de que el  responsable del  tratamiento 
hubiera hecho público los datos personales estando obligado a suprimirlos. Conlleva la adopción 
por el responsable de medidas razonables, incluidas las técnicas, teniendo en cuenta la tecnología 
disponible y el coste de su aplicación, para cumplir con dicho deber informativo (art. 17.2 RGPD).

Para los responsables que son informados no implica un deber automático de supresión de los 
datos, ya que solo se producirá si concurre, con respecto a dichos responsables, alguno de los 
motivos previstos en el art. 17.1 RGPD.

4. Bloqueo de datos personales.

El  responsable  del  tratamiento  estará  obligado  a  bloquear  los  datos  cuando  proceda  a  su 
supresión,  de  manera  que  identifique  y  reserve  los  mismos,  adaptando  medidas  técnicas  y 
organizativas para impedir su tratamiento4, incluyendo su visualización, excepto para la puesta a 
disposición de los datos a jueces y tribunales, al Ministerio Fiscal o a las Administraciones Públicas  
competentes, en particular las autoridades de protección de datos, para la exigencia de posibles 
responsabilidades derivadas del tratamiento y solo por el plazo de prescripción de las mismas. 
Transcurrido  ese  plazo  habrá  de  materializarse  la  destrucción  de  los  datos  que  deriva  de  la  
supresión dispuesta (art. 32 LOPDGDD).

Para  cumplir  en  este  ámbito  con  los  principios  de  transparencia  y  limitación  del  plazo  de 
conservación,  sería  adecuado  proceder  a  incluir,  tanto  en  la  información  inicial  facilitada  al 
interesado, como en la contenida en el registro de la correspondiente actividad de tratamiento, en 
la caso de que sea posible, el plazo de prescripción de las posibles responsabilidades derivadas 
del  tratamiento,  sin  perjuicio  de la  obligación de tener  en cuenta la  normativa  vigente sobre 
archivo y patrimonio documental que sea de aplicación.

Caso práctico: El bloqueo incorrecto de datos

Tras estimar una solicitud de supresión, una entidad pública procede al bloqueo de los datos. Sin 
embargo, el interesado sigue viendo sus datos personales "suprimidos" cuando accede a su área 
privada en la sede electrónica u oficina virtual del organismo.

Solución:  Este  bloqueo  es  ineficaz.  El  art.  32  LOPDGDD  exige  que  el  bloqueo  impida  el 
tratamiento, "incluyendo su visualización". Si el dato sigue visible en la oficina virtual, no está 

4 La sentencia de la Audiencia Nacional n.º 706/2025, de 13/02/2025, confirma la posibilidad de que el titular pueda acceder a 
sus datos bloqueados.
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correctamente bloqueado. Se deben adoptar medidas técnicas para que los datos bloqueados 
queden realmente fuera del acceso ordinario, incluso del propio interesado. 

5. Derecho al olvido en búsquedas de internet.

Regulado en el artículo 93 de la LOPDGDD, constituye una modalidad del derecho al olvido en 
base a la cual toda persona tiene derecho a que los motores de búsqueda en internet eliminen de 
la lista de resultados obtenidos en una búsqueda efectuada a partir de su nombre, los enlaces 
publicados que contuvieran información relativa a esa persona.

Este  derecho  se  ejerce  por  la  persona  interesada  directamente  ante  los  responsables  de  los 
buscadores en internet. 

La eliminación de enlaces debe producirse cuando:

• Fuesen inadecuados,  inexactos,  no pertinentes,  no actualizados o excesivos o hubieren 
devenido como tales por el transcurso del tiempo, teniendo en cuenta los fines para los 
que  se  recogieron  o  trataron,  el  propio  tiempo  transcurrido  y  la  naturaleza  e  interés 
público de la información.

• Las circunstancias personales invocadas por el afectado evidencien la prevalencia de sus 
derechos con el mantenimiento de los enlaces.

Este derecho puede ejercerse aunque sea lícita la conservación de la información publicada en la 
web enlazada por el buscador, siendo posible el acceso a dicha información a través del uso de 
otros criterios de búsqueda distintos del nombre de la persona interesada. 

6.  Derecho al olvido en servicios de redes sociales y servicios equivalentes.

Constituye  asimismo otra  modalidad  del  derecho al  olvido,  regulada  en  el  art.  94  LOPDGDD, 
mediante la cual una persona puede solicitar la supresión de sus datos personales que ella misma 
o terceros hayan facilitado para su publicación por servicios de redes sociales y servicios de la  
sociedad de la información equivalentes.

Este derecho se ejerce asimismo por la persona interesada ante los responsables de los servicios 
mencionados.

Se distinguen dos supuestos:

A) Si fue la propia persona la que facilitó los datos, o los facilitaron terceros siendo aquella menor 
de edad, bastará con la simple solicitud para proceder a eliminarlos en el contexto indicado.
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B) Si fueron terceros los que facilitaron los datos de la persona que ejerce el derecho siendo esta 
mayor de edad, el prestador del servicio solo los eliminará cuando fuesen inadecuados, inexactos, 
no pertinentes, no actualizados o excesivos o hubieren devenido como tales por el transcurso del 
tiempo, teniendo en cuenta los fines para los que se recogieron o trataron, el tiempo transcurrido 
y la  naturaleza e interés público de la información.  También los suprimirá cuando la persona 
afectada  invocase  unas  circunstancias  personales  que  evidenciasen  la  prevalencia  de  sus 
derechos. Pero si los datos hubiesen sido facilitados por terceras personas físicas en el ejercicio de 
actividades personales o domésticas, no operará este supuesto de derecho al olvido.

El siguiente cuadro resume los principales elementos vistos en este apartado sobre el derecho a la 
supresión.
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Circunstancias  que determinan la  supresión de  los  datos 
personales

Se relacionan en el apartado 1 del artículo 17 RGPD, bastando la concurrencia de al menos una de 
ellas para fundar el reconocimiento de la supresión por parte del responsable del tratamiento, 
bien como obligación autónoma y proactiva de este,  o  bien en respuesta a la  solicitud de la  
persona interesada, siempre que no proceda alguna de las excepciones previstas en el apartado 3 
del referido artículo.

Dichas circunstancias son:

a) Que los datos personales ya no sean necesarios en relación con los fines para los que 
fueron recogidos o tratados de otro modo.

Caso práctico: Datos excesivos en publicaciones oficiales

Una persona solicita al Ayuntamiento la supresión de su DNI completo incluido por error en la  
publicación de un edicto en el tablón electrónico. Aunque la publicación del acto administrativo 
sea obligatoria por ley,  la inclusión de todos los caracteres del DNI excede lo necesario para 
identificar al interesado (vulnerando la D.A. 7ª LOPDGDD).

Solución: El Ayuntamiento debe proceder a la supresión inmediata de los datos excesivos (el DNI 
completo),  manteniendo  el  resto  de  la  publicación  si  esta  sigue  vigente,  ya  que  esos  datos 
concretos "ya no son necesarios" (ni debieron serlo) para la finalidad de la notificación. 

b) Que el interesado retire el consentimiento en que se basa el tratamiento de conformidad 
con el artículo 6, apartado 1, letra a), o el artículo 9, apartado 2, letra a), y este no se base 
en otro fundamento jurídico.

c) Que el interesado se oponga al tratamiento con arreglo al artículo 21, apartado 1, y no 
prevalezcan  otros  motivos  legítimos  para  el  tratamiento,  o  el  interesado  se  oponga  al 
tratamiento con arreglo al artículo 21, apartado 2.

El artículo 21.1 del RGPD regula el derecho de oposición del interesado por motivos relacionados 
con su situación particular respecto de los tratamientos basados en lo dispuesto en las letras e) y  
f)  del  artículo  6.1  RGPD,  si  bien  la  letra  f)  no  se  aplica  a  los  tratamientos  realizados  por  las  
autoridades  públicas  en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  mientras  que  el  artículo  21.2  lo  hace 
respecto de los tratamientos que tengan por objeto la mercadotecnia directa.
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La  «situación  particular»  del  interesado  constituye  en  este  supuesto  la  base  del  derecho  de 
supresión de la exclusión.

Compete  al  responsable  acreditar  los  motivos  legítimos  imperiosos  para  el  tratamiento  que 
prevalezcan sobre los intereses, los derechos y las libertades de los interesados, en el caso de 
denegar el derecho de oposición. 

El  ejercicio  de  ponderación  realizado  por  el  responsable  del  tratamiento  para  evaluar  si  los 
motivos  legítimos  imperiosos  identificados  prevalecen  sobre  los  intereses  contrapuestos  del 
interesado debe documentarse debidamente de conformidad con el  principio de rendición de 
cuentas.5

Con base en lo previsto en esta letra pueden ejercerse los derechos de oposición y supresión de 
manera compatible e incluso simultánea. 

Por regla general, si se concede una oposición en virtud del artículo 21.1 RGPD también debe 
concederse una solicitud de supresión relacionada con el artículo 17.1c) RGPD.6

d) Que los datos personales hayan sido tratados ilícitamente.

El concepto de tratamiento ilícito se interpretará, en primer lugar, a la luz del artículo 6 del RGPD. 
Otros principios establecidos en el RGPD (como los principios del artículo 5 del RGDP o de otras 
disposiciones del  capítulo  II)  pueden servir  a  tal  interpretación.  En segundo lugar,  en sentido 
amplio, como la infracción de un disposición jurídica distinta del RGPD. Tal interpretación debe ser 
realizada objetivamente por las autoridades de control, de conformidad con la legislación nacional 
o con una decisión judicial.7

Conviene indicar que el artículo 18.1.b) RGPD contempla la posibilidad de que en un tratamiento 
ilícito el interesado se oponga a la supresión de datos, solicitando en su lugar la limitación de su  
uso con los efectos previstos en dicho artículo (derecho a la limitación del tratamiento).

Caso práctico: Vinculación errónea de datos de ciudadanos distintos

Un ciudadano recibe notificaciones de apremio del IBI correspondientes a otra persona con su 
mismo nombre, debido a un error en la base de datos municipal que cruzó sus DNIs. Solicita la 
rectificación (desvincular su DNI)  y  la  supresión de sus datos de contacto de ese expediente 

5 Párrafo 75 de las Directrices 1/2024, (versión 1.0), del Comité Europeo de Protección de Datos (CEPD), sobre el tratamiento 
de datos personales basados en artículo 6.1.f) RGPD.

6 Directrices 1/2024 CEPD, (párrafo 78).
7 Directrices 5/2019 del CEPD, sobre los criterios del derecho al olvido en los casos de motores de búsqueda en virtud del 

RGPD (párrafos 35 y 36).
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ajeno.

Solución: Procede la supresión inmediata de la vinculación errónea, ya que el tratamiento de los 
datos de contacto del ciudadano A para deudas del ciudadano B carece de base jurídica (es un 
tratamiento ilícito fruto de un error material). El Ayuntamiento debe corregir el error de base y 
anular las actuaciones derivadas del mismo , pudiendo conservar los mínimos datos necesarios 
para acreditar la gestión de la propia reclamación. 

Caso práctico: Supresión de sistemas biométricos sin base legal suficiente

Un empleado público solicita la supresión de sus datos biométricos (huella/facial) recogidos para 
el control horario, alegando que no es necesario ni proporcional. La administración inicialmente 
mantiene el tratamiento basándose en su potestad de control laboral.

Solución:  Se  comprueba  la  falta  de  base  legal  suficiente  para  ciertos  tratamientos  de  datos 
biométricos  en el  contexto laboral,  y  por  tanto su ilicitud.  Procede la  supresión inmediata  y 
completa de las plantillas biométricas de los empleados. 

e) Que los datos personales deban suprimirse para el cumplimiento de una obligación legal 
establecida  en  el  Derecho  de  la  Unión  o  de  los  Estados  miembros  que  se  aplique  al 
responsable del tratamiento.

El reverso de esta circunstancia la constituirá, como se verá, la aplicación de la excepción prevista 
en el artículo 17.3.b) RGPD que impide la supresión de los datos personales cuando el tratamiento 
sea  necesario  para  el  cumplimento  de  una  obligación  legal  que  requiera  dicho  tratamiento, 
impuesta por el Derecho de la Unión o de los Estados miembros.

f) Que los datos personales se hayan obtenido en relación con la oferta de servicios de la 
sociedad de la información mencionados en el artículo 8, apartado 1.

Excepciones  que  impiden  la  aplicación  del  derecho  de 
supresión (“el derecho al olvido”)

No se aplicará la supresión de datos cuando el tratamiento sea necesario:

a) Para ejercer el derecho a la libertad de expresión e información.
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b) Para el cumplimiento de una obligación legal que requiera dicho tratamiento, impuesta 
al responsable, o para el cumplimiento de una misión realizada en interés público o en el  
ejercicio de poderes públicos conferidos al responsable.

Un ejemplo serían los artículos 66 a 70 de la Ley 58/2003, General Tributaria, sobre prescripción de 
obligaciones  y  facultades  de comprobación,  la  denegación de supresión de datos  del  Padrón 
Municipal por misión en interés público basado en el artículo 16 de la Ley 7/1985, reguladora de 
las  Bases  del  Régimen  Local,  o  el  cumplimiento  de  las  obligaciones  públicas  en  materia  de 
Transparencia a tenor de las Leyes 19/2013 estatal y 1/2014 andaluza.

Caso práctico: Prevalencia de la ley sectorial

Una persona solicita la supresión de sus datos de un Registro Municipal de Demandantes de 
Vivienda  Protegida  alegando  que  se  ha  separado  de  su  cónyuge.  El  organismo  deniega  la 
supresión inmediata porque la legislación en materia de vivienda protegida exige mantener la 
inscripción de la "unidad familiar" completa hasta que se acredite documentalmente el cambio 
de estado civil (ej. sentencia de divorcio).

Solución: La denegación es correcta inicialmente. El organismo no puede suprimir los datos si 
existe una obligación legal sectorial que exige conservarlos mientras persista una determinada 
situación jurídica. Una vez acreditado el divorcio, sí procederá la supresión (o modificación). 

Caso práctico: Supresión de diagnósticos médicos "erróneos" según el paciente

Un paciente solicita al Servicio de Salud la supresión de ciertos diagnósticos de su historia clínica 
por considerarlos erróneos o desactualizados, alegando que perjudican su privacidad en futuras 
consultas.

Solución: Procede denegar la supresión. La normativa sectorial (Ley de Autonomía del Paciente) 
impone  la  obligación  legal  de  conservar  la  documentación  clínica  para  garantizar  la  debida 
asistencia  sanitaria  (mínimo 5  años,  a  veces  más  según  relevancia).  La  historia  clínica  debe 
reflejar verazmente los procesos asistenciales ocurridos, incluso si el paciente discrepa del juicio 
clínico emitido en su momento. 

c) Por razones de interés público en el ámbito de la salud pública, de conformidad con el  
artículo 9.2.h), 9.2.i) y 9.3 RGPD. 

Los supuestos incluidos en el precepto citado hacen referencia a:
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• La evaluación de la capacidad laboral del trabajador, diagnóstico médico, prestación de 
asistencia o tratamiento de tipo sanitario o social, o gestión de los sistemas y servicios de 
asistencia sanitaria y social.

• La protección frente a amenazas transfronterizas graves para la salud, o para garantizar 
elevados niveles de calidad y de seguridad de la asistencia sanitaria y de los medicamentos 
o productos sanitarios.

 En ambos casos sobre la base del Derecho de la Unión o del derecho nacional.

d) Con fines de archivo en interés público, fines de investigación científica o histórica o fines 
estadísticos,  en la medida en que la concesión del  derecho de supresión pudiera hacer 
imposible u obstaculizar gravemente el logro de los objetivos del tratamiento.

e) Para la formulación, el ejercicio o la defensa de reclamaciones.

Actuación  proactiva  del  responsable  del  tratamiento 
respecto al derecho de supresión (“el derecho al olvido”).

1. Información al interesado.

El responsable del tratamiento debe facilitar al interesado (artículos 13 y 14 RGPD), entre otra 
información, la referida a la existencia del derecho a solicitar la supresión de sus datos personales, 
tanto si estos han sido obtenidos del interesado como si no. 

Desde la aplicación del principio de transparencia conviene articular al respecto un sistema de 
información al interesado claro y estructurado que contemple en particular:

• Una información clara y accesible lo que conlleva el empleo de un lenguaje sencillo y la 
conveniencia de situar aquella en un lugar prominente y de sencilla localización en la web 
institucional.

• Un procedimiento específico y guiado en la correspondiente sede electrónica, permitiendo 
la cumplimentación de un formulario que facilite al interesado la aportación de toda la 
información necesaria para el ejercicio del derecho.

• Enlaces directos desde la página informativa al trámite, creando un itinerario intuitivo para 
el usuario.
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También en el ámbito de la transparencia constituye una práctica positiva la información detallada 
sobre  los  plazos  de  conservación  de  los  datos  personales.  Proporcionar  en  las  cláusulas 
informativas referencias al periodo de conservación específico y al criterio legal que lo justifica,  
ofrece un máximo nivel de claridad, permitiendo al interesado comprender el ciclo completo de 
tratamiento de sus datos personales.

2. Obligación autónoma de supresión.

Se  incide  en  que  el  responsable  del  tratamiento  debe  eliminar  los  datos  personales  de  una 
persona cuando concurra alguna de las circunstancias indicadas en el artículo 17.1 RGPD, y no se 
halle ante alguna de las excepciones previstas en el apartado 3 del referido artículo, sin necesidad 
de que se produzca una solicitud del derecho de supresión por parte de aquella, para lo que 
debería establecer procedimientos específicos al respecto.   

3. Obligación del artículo 17.2 RGPD.

El  responsable del  tratamiento  que haya publicado datos personales y esté obligado a su 
supresión, debe informar a los responsables que estén tratando tales datos de la solicitud del 
interesado de supresión de cualquier enlace a los mismos, o cualquier copia o réplica. Para ello  
debe  adoptar  medidas  razonables  (incluidas  las  técnicas),  teniendo  en  cuenta  la  tecnología 
disponible y el coste de su aplicación.

En  el  ámbito  del  sector  público  conviene  distinguir  dos  supuestos  en  función  del  medio  de 
publicación de datos personales:

A)  El  responsable  del  tratamiento  de  datos  personales  inherentes  a  la  producción  de  actos, 
resoluciones y otros documentos públicos de su competencia, los publicó en medios distintos a un 
boletín oficial (por ejemplo, en tablón de anuncios y/o su página web). En tal caso, debe informar a 
otros responsables que estén tratando los datos personales publicados, de la correspondiente 
solicitud formulada por el afectado por la que interesa la supresión de los enlaces a tales datos, o 
cualquier copia o réplica de los mismos. Entre esos responsables a informar deben figurar los 
motores de búsqueda mayoritarios (Google,  Bing,  Yahoo y  DuckDuckGo),  además de aquellos 
otros que de los que dicho responsable tenga conocimiento a través de la adopción de medidas 
razonables en tal sentido.

Caso práctico: Retirada de contenidos en Redes Sociales y el deber del art. 17.2 RGPD

Un Ayuntamiento publica en sus redes sociales (Facebook, YouTube) un vídeo institucional donde 
aparece  indebidamente  la  imagen  de  un  vecino.  Tras  recibir  la  solicitud  de  supresión,  el 
Ayuntamiento edita el vídeo y elimina al vecino de su publicación original. Sin embargo, el vídeo 
original ya había sido compartido por otras entidades y seguía visible en sus perfiles.
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Solución: La actuación del Ayuntamiento es incompleta. Al haber hecho públicos los datos, no 
basta con borrar su propia copia; el art. 17.2 RGPD le obliga a adoptar medidas razonables para 
informar a esos terceros que están replicando el vídeo original de que el afectado ha solicitado la 
supresión, para que ellos también procedan a borrarlo. 

B) Dicho responsable solicitó al órgano o servicio competente de un boletín oficial la publicación,  
efectuada  en  el  mismo,  de  los  actos,  resoluciones  y  otros  documentos  públicos  de  su 
competencia. En tal caso, salvo que sea imposible o exija un esfuerzo desproporcionado, debe 
comunicar la supresión adoptada a cada uno de los destinatarios a los que se hayan comunicado 
los datos personales (entre ellos al órgano o servicio competente del boletín8) en aplicación del 
art.  19  RGPD,  puesto  que propiamente  la  acción de hacer  público  los  datos  personales  (que 
constituye uno de los presupuestos necesarios del art. 17.2 RGPD) corresponde al referido órgano 
o servicio encargado del boletín oficial, que debe ser calificado como responsable del tratamiento 
derivado de dicha publicación.9

En ambos supuestos, que pueden operar simultáneamente, se recomienda como buena práctica 
que  en  la  respuesta  que  el  responsable  del  tratamiento  dirija  a  la  persona  interesada, 
informándole de la supresión de los datos y de las actuaciones efectuadas con terceros, se le 
indique que, sin perjuicio de lo acometido, ella misma puede también ejercitar, en su caso, los 
derechos al olvido previstos en los arts. 93 y 94 LOPDGDD.

4.  Obligación  para  los  responsables  de  publicación  en  boletines  oficiales 
correspondientes al ámbito andaluz.

Cuando  el  órgano  o  servicio  responsable  del  tratamiento  consistente  en  la  publicación  de 
documentos  que  contienen  datos  personales  en  un  boletín  oficial  correspondiente  al  ámbito 
territorial  andaluz,  haya  recibido  la  comunicación  de  la  supresión  prevista  en  la  letra  B)  del 
apartado 3 anterior, deberá proceder, en el caso de que sea posible, a efectuar la desindexación 
de la  publicación adoptando medidas técnicas conducentes a  que los buscadores de internet 
impidan la localización del texto publicado. Dicha medida permite conciliar el ejercicio del derecho 
de supresión (“derecho al olvido”) con el respeto al principio de integridad del contenido de los 
documentos de titularidad pública legalmente establecido.10 

8 En el caso del Boletín Oficial de la Junta de Andalucía (BOJA) ese órgano es actualmente la Secretaría General Técnica de 
Presidencia  de la  Consejería  de Sanidad,  Presidencia  y  Emergencias  (art.  4  del  Decreto 188/2018,  de 9  de octubre,  de  
ordenación del BOJA en relación con el art. 11 del Decreto 168/2025, de 5 de noviembre, por el que se establece la estructura  
orgánica de la Consejería de Sanidad, Presidencia y Emergencias).

9 Sentencia del TJUE de 11/01/2024, État belge vs. Autorité de protection des données, con intervención de LM., C-231/22, 
EU:C:2024:7. 

10 Véase el art. 11.1 de la Ley 7/2011, de Documentos, Archivos y Patrimonio Documental de Andalucía.
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La  desindexación  podría  asimismo  plantearse  como  respuesta  a  una  solicitud  efectuada  al 
respecto por parte de una persona física. En la actualidad, la normativa del BOJA prevé y regula 
expresamente el ejercicio de tal solicitud de desindexación ante el órgano con competencias en 
dicho boletín.11 

Para resolver sobre la solicitud de desindexación puede ponderarse por analogía con los arts. 17.1  
y  21.1RGPD,  la  situación particular  de  la  persona solicitante,  y  la  existencia  o  no de motivos 
legítimos imperiosos para el tratamiento que prevalezcan sobre los intereses, los derechos y las 
libertades del interesado. También por analogía con el art.  93.1 LOPDGDD los criterios que se 
emplean en el mismo: enlaces inadecuados, inexactos, no pertinentes, no actualizados o excesivos 
o que hubieren devenido como tales por el transcurso del tiempo, teniendo en cuenta los fines 
para los que se recogieron o trataron y la naturaleza e interés público de la información.

Todo  lo  indicado  puede  complementarse  con  el  establecimiento  de  medidas  adicionales  de 
protección  de  datos  vinculadas  intrínsecamente  al  principio  de  limitación  del  plazo  de 
conservación  del  art.  5.1.e)  del  RGPD  como  puede  ser  el  establecimiento  de  limitaciones  de 
accesibilidad  a  los  textos  publicados  en  los  suplementos  de  anuncios  de  los  boletines  que 
contengan datos personales, transcurrido un cierto tiempo desde su publicación.12

5. Obligación del artículo 19 RGPD.

El responsable del tratamiento deberá comunicar cualquier supresión de datos personales a cada 
uno de los destinatarios a los que se hayan comunicado tales datos, salvo que sea imposible o  
exija un esfuerzo desproporcionado. Además, el responsable informará al interesado acerca de 
dichos destinatarios, si este así lo desea. 

Al respecto, resulta necesario estar en disposición de identificar a los destinatarios en los distintos 
tratamientos y recomendable la inclusión de cláusulas específicas en los convenios y contratos de 
encargo de tratamientos para facilitar el cumplimiento de esta obligación.

Como se indicó en el derecho al olvido del art. 17.2 RGPD, esta obligación no crea por sí misma un 
deber automático de borrado para los destinatarios que a su vez traten los datos con el rol de 
responsables de manera que éstos sólo deberán suprimir si concurre, respecto de ellos, algún 
motivo del art. 17.1 RGPD.

La distinción respecto al supuesto regulado en el artículo 17.2 estriba en que las obligaciones 
establecidas en este artículo 19 no requieren de una previa publicación de los datos personales ni 

11 Art. 30 del Decreto 188/2018, de ordenación del BOJA y  art. 22 de la Orden de 13 de junio de 2025, que desarrolla 
determinados aspectos del BOJA.

12 El art. 32 del Decreto188/2018, de ordenación del BOJA, fija un plazo de seis meses, a partir del cual tales textos solo serán 
accesibles mediante petición de la persona interesada o su representante, así como por los órganos y Administraciones que 
puedan precisarlo para el ejercicio de las competencias que les correspondan.
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de la existencia de una solicitud del interesado de supresión de cualquier enlace a dichos datos, o 
cualquier copia o réplica de los mismos. Además, según el art. 17.2 el responsable del tratamiento 
tiene que informar sobre la referida solicitud a los responsables que estén tratando los datos en 
cuestión, mientras que en este artículo 19 tiene que comunicar cualquier supresión de datos a 
cada uno de los destinatarios a los que haya comunicado los datos personales. Finalmente el nivel  
de esfuerzo exigido al responsable en ambos artículos es distinto: mientras que en el art.17.2 las 
medidas  a  adoptar  (incluidas  las  técnicas)  para  el  cumplimiento  de  la  obligación  deben  ser 
“razonables”, en este art. 19 solo se exime la obligación en el caso de que “sea imposible o exija un  
esfuerzo desproporcionado”.

El siguiente cuadro compara los artículos 17.2 y 19 en sus aspectos más relevantes:

6. Formación.

Entre las medidas necesarias a tomar por el responsable del tratamiento en orden a garantizar 
que el personal que actúe bajo su autoridad y tenga acceso a datos personales trate los mismos 
siguiendo  sus  instrucciones,  debe  figurar  la  implementación,  incluso  a  nivel  general  de  la 
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organización en la que se ubica el responsable, de planes de formación que abarquen la materia 
del  derecho de supresión (con su modalidades del  derecho al  olvido)  y  que sean de carácter 
obligatorio y periódico, dotando de conocimiento básico en la materia a todo el personal de la 
organización y de una especialización a las personas directamente implicadas en la gestión de las 
solicitudes de este derecho, lo que redundará en la adecuada identificación y canalización de las 
mismas. 

7. Adopción de un procedimiento formalizado.

Una buena práctica que cabe destacar es la adopción por parte de la entidad responsable del 
tratamiento de un procedimiento formalizado para las  actuaciones derivadas del  ejercicio  del 
derecho de supresión (derecho al olvido), liderado por el DPD y sometido a un ciclo de revisión  
continua. 

Asimismo  resulta  recomendable  que  en  el  documento  resultante  de  la  formalización  del 
procedimiento se desarrollen, asimismo con el  asesoramiento del DPD de la entidad, criterios 
orientativos  internos  para  abordar  los  ejercicios  de  ponderación  de  derechos  que  pudieran 
suscitarse con motivo de la aplicación tanto de la circunstancia determinante de la supresión de 
datos recogida en el art. 17.1.c) RGPD, en lo referido a la prevalencia de motivos legítimos para el 
tratamiento.

Para la supervisión del procedimiento se recomienda el uso de sistemas o mecanismos de control 
verificables,  como  aplicaciones  de  gestión  de  expedientes  o  de  ticketing,  que  permiten  una 
trazabilidad completa de cada solicitud, garantizando un seguimiento objetivo de las actuaciones y 
los plazos.

Como  otros  hitos  principales  a  considerar  en  la  implementación  del  procedimiento  que  se 
formalice pueden destacarse los siguientes:

• La identificación del tratamiento y su finalidad original, a menudo consultando el Registro 
de Actividades de Tratamiento (RAT), el cual puede asimismo servir de instrumento para identificar 
todos los repositorios donde puedan existir datos de los interesados con vistas a garantizar la 
supresión completa de los mismos.

•  Establecimiento  de  políticas  de  conservación  de  los  datos  personales  detalladas  en 
relación a  los  tratamientos  existentes,  estableciendo plazos  concretos  para  cada categoría  de 
información,  sobre la base de la consulta o análisis  sistemático de la normativa sectorial  que 
pueda imponer una obligación de conservación (p. ej. Ley General Tributaria, Ley de Documentos, 
Archivos y Patrimonio documental de Andalucía, etc. ), con el respaldo de las oportunas tablas de 
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valoración  aprobadas  por  la  Comisión  Andaluza  de  Valoración  de  Documentos  creada  por  la 
última de las leyes anteriormente citadas.

• La aplicación explícita de las excepciones correspondientes del artículo 17.3 del RGPD.

• Inclusión de protocolos sobre las informaciones y comunicaciones previstas en los arts. 
17.2 y 19 RGPD.

 • La emisión de una resolución final motivada, en la que se informa al interesado de los 
fundamentos de la decisión y de su derecho a reclamar ante la autoridad de control.

8. Contrato del encargado de tratamiento.13

En los supuestos en que exista un encargado de tratamiento que trate los datos personales por 
cuenta  del  responsable,  aquél  asistirá  a  este  para  que  pueda  cumplir  con  su  obligación  de 
responder a las solicitudes que tengan por objeto el ejercicio del derecho de supresión (derecho al 
olvido),  al  igual  que con el  ejercicio de los restantes derechos de los interesados (art.  28.3.e) 
RGPD).

Por ello, en el contrato o instrumento jurídico por el que se formalice el encargo de tratamiento 
deberá incluirse tanto la obligación de asistencia del encargado a través de medidas técnicas y  
organizativas apropiadas, siempre que sea posible, como el detalle de dicha obligación (pudiendo 
incluso consignarse este último en un anexo).

Aunque la asistencia puede consistir simplemente en comunicar sin dilación cualquier solicitud 
que  se  reciba  o  en  permitir  al  responsable  que  extraiga  y  gestione  directamente  los  datos 
personales pertinentes, en determinadas circunstancias, se asignarán al encargado unos deberes 
más específicos y técnicos, especialmente cuando esté en disposición de extraer y gestionar los 
datos personales, incluyendo la ejecución técnica de la supresión.

La gestión práctica de las solicitudes individuales puede subcontratarse con el encargado (en tal 
sentido,  el  art.  12.3  LOPDGDD  dispone  que  el  encargado  podrá  tramitar,  por  cuenta  del 
responsable, las solicitudes de ejercicio formuladas por los afectados de sus derechos si así se 
estableciere en el contrato o acto jurídico que les vincule), pero es esencial tener en cuenta que, 
puesto que el responsable del tratamiento sigue siendo responsable de atender las solicitudes del 
derecho de supresión, le corresponde evaluar si aquellas resultan admisibles y si se cumplen los 
requisitos establecidos en  el  RGPD,  respectivamente, ya sea caso por caso, ya sea mediante unas 
instrucciones claras dadas al encargado en el contrato antes del inicio del tratamiento. 

13 El contenido de este apartado está basado en el del apartado 1.3.5 de las Directrices 7/2020 del CEPD sobre los conceptos 
de “responsable del tratamiento” y “encargado del tratamiento” en el RGPD.
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En ningún caso, el responsable del tratamiento puede ampliar los plazos de respuesta al ejercicio 
del  derecho  de  supresión  establecidos  en  el  RGPD  amparándose  en  que  el  encargado  deba 
proporcionar la información necesaria.

Cómo debe gestionarse la solicitud de supresión.

1. Medios de presentación de la solicitud del interesado.

Para  presentar  una  solicitud  de  acceso  a  datos  personales  no  se  requieren  formalidades 
específicas  ni  indicar  el  motivo  de  la  supresión.  No  obstante,  es  un  derecho  que  exige 
identificación y deberá atenderse sin solicitar más información de la necesaria al interesado. 

Sin embargo, si se tratan una gran cantidad de datos personales y el afectado no especifica si  
pretende  suprimir  todos  o  una  parte  de  los  mismos,  el  responsable  del  tratamiento  puede 
requerir que se concreten los datos o actividades de tratamiento a los que se refiere la solicitud.

Los responsables del tratamiento deben ofrecer mecanismos adecuados que faciliten el ejercicio 
de este derecho, incluyendo sistemas de respuestas automáticas para informar de la recepción de 
la solicitud, sobre ausencias de personal que las atienda y canales alternativos de comunicación.

Caso práctico: Denegación por "procedimiento inadecuado"

Un contribuyente solicita por correo electrónico al organismo de recaudación la supresión de los 
datos de su cuenta bancaria porque desea pagar en ventanilla. El organismo responde 
lacónicamente: "no es este el procedimiento para solicitarlo, aunque estimamos que no le asiste 
el derecho".

Solución: La respuesta no es adecuada. El responsable debe facilitar el ejercicio del derecho, no 
obstaculizarlo con formalismos. Si ese no era el canal, debió derivarlo de oficio o indicar 
claramente cuál era. Además, debe motivar la denegación (ej. explicar si existe una obligación 
legal de mantener la domiciliación para ciertos tributos), no basta con una desestimación 
genérica. 

2. Plazo de respuesta al ejercicio del derecho de supresión.

Los responsables del tratamiento deberán responder a las solicitudes de supresión sin demora 
indebida y, en cualquier caso, dentro de un plazo máximo de un mes desde la recepción de la 
solicitud. Este plazo comienza a contar desde el momento en que la solicitud llega al responsable  
del tratamiento a través de cualquiera de sus canales oficiales.
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Caso práctico: Solicitud sobre datos que no obran en poder del responsable

Un opositor solicita a una Consejería la supresión de un informe médico que entregó en mano a  
un tribunal de selección meses atrás. Tras investigar, la Consejería confirma que el tribunal solo 
verificó el  informe en el  acto y lo devolvió al  interesado, sin guardar copia ni  incorporarlo al 
expediente. Al no tener los datos, la Consejería decide no contestar la solicitud.

Solución:  Actuación  incorrecta.  Aunque  el  responsable  ya  no  tenga  los  datos  (o  nunca  los 
conservara), tiene la obligación formal de responder al interesado en plazo, informándole que no 
procede la supresión porque los datos no están en su poder. 

Si bien el plazo predeterminado es de un mes, existen circunstancias específicas en las que se 
puede ampliar  hasta dos meses,  considerando la complejidad y el  número de solicitudes.  Sin 
embargo,  esta  ampliación  no  debe  ser  la  norma,  sino  una  excepción  justificada.  Además,  es 
importante que el interesado sea informado sobre los motivos de este retraso dentro del primer 
mes desde la recepción de la solicitud.

Caso práctico: Prórroga justificada por complejidad de la solicitud

Una persona solicita  a  una gran entidad pública  (que gestiona múltiples  servicios:  deportes,  
cultura, servicios sociales, empleo, bibliotecas, registro civil, etc.) la supresión de "todos sus datos 
personales en cualquier base de datos o fichero". El responsable identifica que la solicitud afecta 
potencialmente  a  más  de  20  tratamientos  distintos  gestionados  por  diferentes  unidades 
administrativas,  algunos  de  los  cuales  requieren  consulta  a  sus  respectivos  responsables 
funcionales y análisis de excepciones aplicables.

Solución:  El  responsable  puede  legítimamente  prorrogar  el  plazo  de  respuesta  dos  meses 
adicionales, conforme al art. 12.3 RGPD, siempre que cumpla estos requisitos: 
(1) Comunicar la prórroga al interesado dentro del primer mes desde la recepción de la solicitud. 

(2) Explicar los motivos de la dilación (complejidad derivada de la multiplicidad de tratamientos y 
unidades implicadas). 

(3)  Emitir  finalmente  una  respuesta  completa  y  detallada  al  vencer  el  plazo  prorrogado, 
pronunciándose sobre cada tratamiento identificado. 

Lo que no es correcto es usar la prórroga de forma automática o rutinaria, ni comunicarla fuera 
del primer mes, ni justificarla con argumentos genéricos como "carga de trabajo". 
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3. Comunicación de la respuesta.

Las respuestas se proporcionarán preferentemente por escrito, a través del medio por el cual se 
realizó la solicitud. Si la solicitud se realiza por medios electrónicos, la respuesta se facilitará en un 
formato electrónico de uso común. 

En cualquier caso, deben emplearse canales seguros para proporcionar la respuesta al ejercicio 
del derecho solicitado, garantizando una protección adecuada de los datos personales mediante 
medidas  de  seguridad  proporcionales  a  la  naturaleza  y  sensibilidad  de  los  mismos.  Los  más 
apropiados son los sistemas de notificación de la Sede Electrónica, que además ofrecen garantías 
como la  trazabilidad y  seguridad jurídica  necesarias,  siempre que la  persona interesada haya 
optado por relacionarse electrónicamente.

4. Respuesta con lenguaje y contenido claro.

La respuesta a una solicitud de supresión debe ser transparente14 y comprensible. Se utilizará un 
lenguaje  sencillo  y  directo,  y  asegurándose  de  que  la  información  sea  accesible  y  clara, 
especialmente cuando se dirija a menores de edad o personas con necesidades especiales. 

Caso práctico: Respuestas genéricas vs. específicas por tratamiento

Un antiguo alumno solicita a la Universidad la supresión de "todos sus datos". La Universidad 
responde  con  una  desestimación  general  alegando  que  son  "simples  datos  de  gestión 
administrativa" necesarios para sus funciones públicas, sin entrar en detalle.

Solución: Respuesta inadecuada por genérica. El responsable debe analizar la solicitud respecto a 
cada actividad de tratamiento afectada (ej. "Alumnado", "Biblioteca", "Deportes"). Debe estimar la 
supresión para los datos que ya no sean necesarios (ej. un registro de biblioteca caducado ) y  
denegarla motivadamente solo para aquellos que deban conservarse por ley (ej. el expediente 
académico ), evitando "respuestas plantilla" que no aclaran la situación real de cada tipo de dato. 

5. Mecanismos de respuesta efectiva.

El  responsable  deberá  estar  preparado  de  forma  proactiva  para  gestionar  la  solicitud, 
estableciendo  procedimientos  que  garanticen  que  las  respuestas  se  proporcionen  dentro  del 
plazo establecido. 

14 Para más información pueden consultarse las Directrices sobre la transparencia en virtud del Reglamento (UE) 2016/679. 
WP260 rev.01, del Grupo de Trabajo del Artículo 29(GT29). Adoptadas el 29 de noviembre de 2017. Revisadas por última vez y 
adoptadas el 11 de abril de 2018.
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En la respuesta se informará siempre al interesado sobre su derecho a presentar una reclamación 
ante la autoridad de control.

En  caso  de  duda  sobre  la  identidad  del  solicitante,  se  tomarán  las  medidas  necesarias  para 
confirmarla, garantizando que no se solicitan más datos de los necesarios para ello y que su uso 
se limita estrictamente a satisfacer la solicitud de los interesados. 

Para poder demostrar el cumplimiento del RGPD, se recomienda dejar constancia documental de 
la atención a los solicitudes de derecho de supresión reflejando la información proporcionada, la 
fecha y el método de envío, así como el acuse de recibo, si estuviera disponible.

6. Materialización de la supresión.

La ejecución técnica es la fase decisiva en la que culmina la efectividad del derecho de supresión. 
La robustez de un marco de gobernanza y la claridad de los procedimientos se materializan en 
este último paso, que debe asegurar un borrado de la información de forma segura, completa e  
irreversible. 

La destrucción de los datos personales que deriva de la supresión dispuesta habrá materializarse 
una vez finalizado el bloqueo de los mismos por el transcurso del plazo de prescripción para la 
exigencia de posibles responsabilidades derivadas del tratamiento. 

La buena práctica más destacada en el ámbito técnico es la implementación de una política de 
borrado  seguro,  de  carácter  integral  y  adaptada  al  tipo  de  soporte.  Así,  para  los  datos 
almacenados en los entornos de producción (principalmente bases de datos) debe asegurarse que 
los registros no sean recuperables. Para otros tipos de soportes (papel, discos duros, memorias 
usb, etc.) debe recurrirse a la destrucción física certificada y para las copias de seguridad debe 
disponerse de un protocolo definido que, si bien no permita un borrado inmediato, asegure que 
los datos suprimidos no puedan ser restaurados en el entorno de producción y se eliminen de 
forma definitiva al finalizar el ciclo de vida de la copia.

Asimismo,  es  recomendable  fortalecer  la  gobernanza  técnica,  integrando  formalmente  los 
procedimientos de supresión de datos dentro del  marco del  Esquema Nacional  de Seguridad 
(ENS).15 Igualmente, fomentar una colaboración más estrecha y procedimental entre los DPD y los 
departamentos de informática, de modo que exista una validación conjunta que asegure que las 
medidas técnicas aplicadas son conformes con las exigencias legales.

Adicionalmente puede habilitarse un canal de comunicación con el interesado para verificar la 
eficacia de las medidas adoptadas, y, en consonancia con los arts. 17.2 RGPD y 93 y 94 LOPDGDD, 

15 Aptdo. 5.5.5 del Anexo II (en relación con Anexo I), del Real Decreto 311/2022, de 3 de mayo, por el que se regula el ENS.
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colaborar en la localización de réplicas de los datos suprimidos en otros sitios web y servicios de 
redes sociales o equivalentes de la sociedad de la información.

Finalmente, pueden emplearse técnicas de anonimización de los datos personales como método 
de  supresión,  si  bien,  en  tal  caso  las  entidades  deben  asegurarse  que  la  aplicación  de  tales 
técnicas garantiza de forma robusta e irreversible la imposibilidad de reidentificar a la persona, 
recurriendo  a  herramientas  especializadas  cuando  sea  necesario.  No  son  admisibles  a  estos 
efectos la aplicación de técnicas de seudonimización puesto que los datos seudonimizados siguen 
siendo considerados datos personales por el RGPD ya que mediante la utilización de información 
adicional estos pueden ser atribuidos a un interesado.

El  derecho  de  supresión  (“el  derecho  al  olvido”)  de  las 
personas fallecidas16

Si bien las previsiones del RGPD no son, en principio, aplicables para la protección de datos de 
personas fallecidas se deja libertad a los Estados miembros para que puedan regular esta materia 
(Considerando 27 RGPD).

En España la protección de datos de las personas fallecidas se reconoce por el art. 3 LOPDGDD, 
facultando a las personas vinculadas al fallecido por razones familiares o de hecho, así como a sus  
herederos, para que puedan dirigirse al responsable o encargado de tratamiento para el ejercicio 
del   derecho de supresión, entre otros.

Por tanto, por la vía de la remisión del art. 15 LOPDGDD al 17 RGPD, el alcance y los límites del 
derecho de supresión ("derecho al olvido") de las personas fallecidas en España, se regula por las 
mismas disposiciones que el Reglamento de la Unión Europea establece para las personas vivas.

Ello incluye la aplicación de las circunstancias del art. 17.1 RGPD, si bien, obviamente, al estarse 
ante datos de una persona fallecida, resulta imposible considerar supuestos como la retirada del  
consentimiento o la oposición al tratamiento.

La remisión opera también respecto a la aplicación de las excepciones del art. 17.3 RGPD y a los 
supuestos  en  los  que  proceda  una  ponderación  de  intereses,  pudiéndose  sopesar  para  la 
realización  de  esta  última  la  protección  al  honor  y  a  la  intimidad  personal  y  familiar  de  las 
personas afectadas .

16 El contenido de este apartado es concordante con la doctrina jurisprudencial establecida por la sentencia del Tribunal 
Supremo n.º 374/2024, de 04/03/2024, que resuelve una cuestión de interés casacional.

Orientaciones para responder al ejercicio del derecho de supresión (“el derecho al olvido” )                                                                          23
        



Finalmente  resulta  aplicable  asimismo  en  este  supuesto  la  especialidad  establecidas  para  la 
eliminación de enlaces gestionados por motores de búsqueda en internet (art. 93 LOPDGDD) y ello 
con independencia del derecho al testamento digital (art. 96 LOPDGDD).
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Cómo obtener más información.

1.  Directrices  1/2024,  (versión  1.0),  del  Comité  Europeo  de  Protección  de  Datos,  sobre  el 
tratamiento de datos personales basados en artículo 6.1.f) RGPD.

2. Directrices 5/2019, del Comité Europeo de Protección de Datos, sobre los criterios del derecho 
al olvido en los casos de motores de búsqueda en virtud del RGPD.

3.  Directrices  7/2020,  del  Comité  Europeo  de  Protección  de  Datos,  sobre  los  conceptos  de 
“responsable del tratamiento” y “encargado del tratamiento” en el RGPD.

4. Directrices del Grupo de Trabajo del artículo 29, sobre la transparencia en virtud del Reglamento (UE)  
2016/679. WP260 rev.01. Revisadas por última vez y adoptadas el 11 de abril de 2018.

5. Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea de 14/03/2024, asunto Újpest Önkormányzat 
Polgármesteri Hivatala, C-46/23.

6. Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea de 13/05/2014, asunto Google vs. AEPD y 
Costeja, C-131/12.

7. Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de la Unión Europea de 11/01/2024, État belge vs. 
Autorité de protection des données, con intervención de LM., C-231/22.

8. Sentencia del Tribunal Supremo n.º 374/2024, de 04/03/2024.

9. Sentencia de la Audiencia Nacional n.º. 706/2025, de 13/02/2025.
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